Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.-La Comisión pasa considerar el segundo punto del orden del día: “Carpeta 
N* 1308/2008. Senador Julio C. Lara Gilene.” 


Habíamos acordado que en el día de hoy adoptaríamos posición con respecto a este tema. 
La Comisión se expedirá acerca del procedimiento. Se había insinuado convocar al señor Senador 
Lara Gilene para que viniera a expedirse sobre la solicitud que formuló el Juzgado. 


SEÑOR ABREU.- Sin perjuicio de profundizar en el tema del procedimiento, creo que vamos a 
empezar a recorrer un camino en el que estamos todos de acuerdo; me refiero a la comparecencia del 
señor Senador Lara Gilene a la Comisión. Obviamente hay un oficio judicial requiriendo el traslado de 
la denuncia y, por lo tanto, es de estilo -es el procedimiento- que el señor Senador involucrado pueda, 
como en cualquier otro procedimiento similar, exponer su punto de vista en la Comisión y recibir, 
inclusive, la comunicación oficial de acuerdo con el procedimiento constitucional, que no es del caso 
repetir. Todos sabemos que este es un procedimiento que tiene una competencia muy fuerte en el 
ámbito de la Comisión de Constitución y Legislación, está regido en forma estricta por la Constitución 
de la República y, además, se le aplican normas de interpretación bastante estrictas. Me parece 
importante que, para agilitar el trámite, recibamos al señor Senador Lara Gilene para que pueda 
expresarse respecto al llamado del Poder Judicial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es por eso que planteamos convocar al señor Senador Lara Gilene y, 
además, facilitarle los antecedentes para que venga y exponga su opinión. 


SEÑOR MOREIRA.- En esta Legislatura ya hemos tenido algunas solicitudes de desafuero, pero esta 
tiene una diferencia sustancial con las otras. Recuerdo la del señor Senador Michelini, en la que la 
Cámara de Senadores entendió que no correspondía el pedido del Juez porque no había elementos en 
el expediente que ameritaran la solicitud de desafuero. 


Este caso es diferente, porque estamos ante una denuncia que hace mención a una figura 
delictiva que no se procesa por el modo ordinario en que se procesan las figuras penales, ya que es un 
delito de difamación e injuria cometido por medio de la prensa. Aquí hay una audiencia o más y no se 
trata de un procesamiento, sino de una sentencia en la que se declara que hay, o no, lugar a la 
condena. Evidentemente, desde ese punto de vista, el Juez hace bien en pedir el desafuero, porque el 
único elemento que hay es la denuncia. Ahora bien; aquí hay otro tema. Estuve leyendo a Justino 
Jiménez de Aréchaga con respecto a determinadas prerrogativas que tenemos los señores 
Legisladores en defensa de la función y no de la persona del Legislador. Una de ellas es la inmunidad, 
la que hace lugar al desafuero, y otra es la irresponsabilidad actual y futura que está establecida en el 
artículo 112 de la Constitución de la República, que excluye la responsabilidad civil por votos u 
opiniones emitidos en el ejercicio de su función. Este parece ser un caso que está en el límite de lo que 
establece el artículo 114 y del que consagra la irresponsabilidad. Precisamente, Justino Jiménez de 
Aréchaga, al remitirse a los casos de procesamiento, dice que cuando hay irresponsabilidad ni siquiera 
puede iniciarse el presumario o causa penal. En este caso se trata de un delito que se sustancia de 
manera diferente, porque si el Juez entendía que se trataba de la irresponsabilidad de un Legislador 
por sus opiniones o sus votos, lo podría haber archivado y ni siquiera haber iniciado el procedimiento 
penal. En definitiva, quizás estamos ante un caso de irresponsabilidad y no de inmunidad 
parlamentaria en la cual se acude al instituto del desafuero. 


Aclaro que no hago este planteo para evitar que acuda el señor Senador Lara Gilene a 
prestar su declaración a esta Comisión; no somos un Tribunal, pero en alguna medida empezamos a 
constituirlo, y aunque evaluamos con un sentido diferente al de los Jueces, podemos hacerlo 
legítimamente con respecto a los elementos de hecho contenidos en la denuncia. 


Insisto en que quizás estemos ante el caso en el que se aplica el otro artículo. Por tanto, si 
siguiéramos con la tesitura de Jiménez de Aréchaga, creo que no se habría iniciado este procedimiento 
penal y tampoco se habría realizado este petitorio al Senado de la República. Esto es lo que quería 
plantear, pues tengo la duda razonable de que eso no sea así. De todas maneras, si se entiende 
pertinente que el señor Senador Lara Gilene concurra a esta Comisión, lo escucharemos y 


atenderemos sus razones; tampoco me voy a negar a hacerlo. Lo que sí digo es que lo hago con la 
duda razonable de que quizás no corresponda la aplicación del procedimiento del desafuero. 


SEÑOR RÍOS.- Todos los presentes estudiamos los mismos libros en la Facultad de Derecho y 
tenemos los mismos conocimientos, más allá de que algunos podamos haber profundizado más en un 
tema y menos en otro, de acuerdo con la temporalidad. En definitiva, de acuerdo con la división de 
Poderes, esta Comisión debe abocarse a la solicitud de desafuero en base a un estudio que hizo un 
Juez; no nos corresponde evaluarlo o no, sino considerar la solicitud que emergió del Juez. 


SEÑOR OPERTTI.- Quiero reflexionar sobre un tema que indudablemente tiene varias sensibilidades 
al mismo tiempo: que los involucrados en el problema son Legisladores, que existe una decisión 
judicial que establece la admisión de la denuncia y que de alguna manera existe la necesidad de ser 
garantistas en la defensa de los fueros y, al mismo tiempo, ser responsables con respecto al principio 
de separación de Poderes que juega para el Poder Legislativo y, obviamente, para el Poder Judicial. 
Por esa razón, me inclinaría por lograr una base de información exhaustiva que le permitiera a esta 
Comisión conocer los alcances de todo este asunto que, en algunos momentos, ingresa en territorios 
de la vida privada. Por tanto, es necesario discernir entre lo que configura una evaluación de la 
conducta pública y de los actos relacionados con el ejercicio de la función, de aquellos que hacen a la 
vida privada de las personas. 


A mi juicio, lo razonable sería recibir al señor Senador Lara Gilene para escucharlo y tener la 
oportunidad de formularle preguntas, ya que no imagino esa sesión de la Comisión como puramente 
expositiva. Si bien nosotros no somos propiamente un tribunal, el Cuerpo tiene en sus manos el 
ejercicio de una facultad que, por un lado, es autodefensiva y, por otro, garantiza el normal 
funcionamiento de todos los principios que regulan el orden institucional. 


Por lo tanto, salvo que hubiera alguna sugerencia mejor a esta -en tal caso, estaría dispuesto 
a considerarla- creo que habría que recibir al señor Senador Lara Gilene en tiempo y forma para reunir 
los elementos que nos permitan discernir con más propiedad el asunto sin entrar en el debate que, de 
algún modo, la propia Justicia introduce. 


Tal como dice el señor Senador Moreira, creo que habría que discernir entre esas dos 
situaciones pero, en cualquier caso, sería -si se me permite la expresión- de previo y especial 
pronunciamiento recibir al señor Senador Lara Gilene. 


SEÑOR MICHELINI.- Si bien estoy de acuerdo en que los fueros de un Legislador no pertenecen a él 
específicamente y no puede renunciar por sí y ante sí a ellos, cuando Legisladores de esta Cámara 
entendían que no había fundamentos como para levantar los fueros correspondientes -como sucedió 
en mi caso- se permitió hacerlo porque nosotros insistimos en la necesidad de comparecer y 
defendernos de las acusaciones que se nos hacían. Entonces, más allá de todas las reflexiones que se 
están haciendo, también habrá que tener en cuenta que el señor Senador Lara Gilene, frente a una 
acusación que se tramita por vía judicial, dice expresamente que desea concurrir. La situación será 
diferente si quiere concurrir o no, más allá de que no cambia en nada el estudio jurídico que se pueda 
hacer ni el hecho de que, en última instancia, la Cámara es la que dispone de los fueros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recogiendo la preocupación del señor Senador Moreira y el criterio del señor 
Senador Opertti, entiendo que el único camino posible es que la Comisión examine y se expida 
respecto a si el límite está superado o no. ¿Cómo podemos hacer eso sin conocer el texto y sin 
escuchar al señor Senador Lara Gilene? Nosotros tenemos que actuar como jueces; esa es la mochila 
que llevamos. Para hacerlo, es menester escuchar al señor Senador Lara Gilene. Tal vez haya una 
variante que permita encontrar una salida de otra naturaleza al asunto, pero mientras tanto hay que 
escuchar al señor Senador Lara Gilene. Acá tenemos un expediente, un escrito del Vicepresidente de 
la República, y un dictamen del Juez, que por algún motivo la Corte elevó al Senado. 


SEÑOR MOREIRA.- Creo que esta especie no es igual a las otras que hemos tenido, porque estamos 
hablando de un delito distinto y de un procedimiento penal también diferente. Este es un régimen que 


termina en una sentencia de condena, ya sea en la primera, segunda o tercera audiencia, y no tiene 
nada que ver con un proceso penal ordinario. 


Además aquí, “prima facie”, parece ser que se están juzgando opiniones... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero que el señor Senador me ilustre, con su sabiduría jurídica, con 
respecto a la forma en que el Juez puede convocar a una audiencia a un Legislador que está protegido 
por fueros sin que el Cuerpo al que pertenece se expida acerca de si eso corresponde o no. No puede 
ir a una audiencia sin nuestra aprobación; si nosotros le decimos que no vaya, no va. 


SEÑOR MOREIRA.- Acudo, no a mi sabiduría -que no la tengo- sino a la de Justino Jiménez de 
Aréchaga que, ante una situación en la cual se haría recaer o no un procesamiento, dice que el Juez ni 
siquiera sustanciará la acción penal y no comenzará el presumario cuando, “prima facie”, parezca que 
se trate de opiniones de un Legislador. Es un caso de irresponsabilidad y no de inviolabilidad; son 
hipótesis diferentes. No estoy haciendo una suposición de laboratorio, sino simplemente refiriéndome a 
un tema de elaboración y de interpretación del texto constitucional. 


Asimismo, señalé que estoy de acuerdo, creo que con todos los miembros de la Comisión, en 
cuanto a que concurra el señor Senador Lara Gilene que, además, ha manifestado que quiere hacerlo; 
ha expresado su voluntad en ese sentido. Simplemente, quería dejar sentado esto porque es así; lo 
resolveremos antes o después, pero estamos hablando de un artículo de la Constitución que refiere a 
una situación que puede ser asimilable a la que tenemos a consideración. Reitero que quería dejar 
constancia de que esta situación no era igual a la de los otros desafueros que se han planteado 
porque difiere en la imputación que se realiza, así como en el procedimiento; aquí hay opiniones. 
Entonces, el tema es que se trate o no de un delito de opinión, y hay un artículo de la Constitución que 
refiere a irresponsabilidad y no a inviolabilidad, que son cosas diferentes. 


Sin perjuicio de lo que he manifestado, aclaro que voy a acompañar la posición que se ha 
planteado; creo que todos somos contestes en que queremos escuchar al señor Senador Lara Gilene y 
después resolver. 


SEÑOR GALLINAL.- Hay legislación vigente donde se reglamenta la forma en que pueden prestar 
testimonio ante el Poder Judicial los Legisladores, los Ministros de Estado y todos aquellos que están 
investidos de fueros, tanto en calidad de testigos como en otra condición. En este caso, creo que 
estamos hablando de algo diferente; cuando llega un pedido de desafuero, no se trata simplemente de 
decidir si un Legislador está o no en condiciones de comparecer a declarar ante el Poder Judicial. Es 
claro que sí lo está porque por algo existe la ley, que le da la posibilidad de hacerlo en forma epistolar. 
El Juez, a través de la Suprema Corte de Justicia, manda las preguntas y el Legislador, por escrito, 
envía las respuestas correspondientes. 


Ahora bien, un caso distinto es cuando se plantea el desafuero y, a su vez, son distintos los 
desafueros que hemos tenido a consideración en el transcurso de estos tiempos. En ese sentido, 
tuvimos un caso en el cual existía una imputación directa contra un Legislador y, además, se ¡ba a 
hacer una audiencia -conforme a lo que establece el artículo 126 del Código Penal- de la cual una de 
las posibles consecuencias era el procesamiento. Entonces, el Juez no iba a estar en condiciones de 
dar su dictamen si se encontraba inhabilitado por la Constitución de la República, que le prohíbe 
procesar a un Legislador, y por eso pedía el desafuero correspondiente. La Comisión estudió el tema y, 
finalmente, el Senado se pronunció diciendo que no existía mérito para hacer lugar al correspondiente 
pedido de desafuero. 


Cuando vino el pedido de desafuero contra el señor Senador Michelini, nosotros tomamos la 
iniciativa de plantear que, a nuestro juicio, era equivocada la forma en que se estaba trabajando porque 
el Juez entendía que por el solo hecho de haberse presentado una denuncia contra un Legislador, 
correspondía levantar los fueros, lo que para nosotros era una barbaridad. Entonces, en un momento 
político caliente -como el que más o menos vivimos en forma regular; digamos las cosas como son- 
basta con presentar una denuncia contra un Legislador para que pierda los fueros. Y perder los fueros 
significa que su investidura queda en suspenso: el Legislador no ejerce; el Legislador no comparece a 


las Comisiones; el Legislador no vota; el Legislador no cobra el sueldo. Por tanto, el Legislador, 
prácticamente no es tal, o es un Legislador en suspenso hasta que exista un pronunciamiento -que ni 
siquiera es definitivo- de la justicia. Digamos las cosas como son: se levantan los fueros a un 
Legislador para que comparezca ante la Justicia. Por tanto, se le quita la calidad de tal o se lo 
suspende en el ejercicio de su cargo. Entonces, el primer dictamen del Juez del procesamiento no es 
una sentencia definitiva, o sea que falta mucho tiempo para poder ver el final de la película. 


En el caso del señor Senador Michelini lo que sucedió fue que una persona había presentado 
una denuncia penal contra él, y por ese solo hecho el Juez entendía que tenía que levantarle los fueros 
para poder requerir su opinión. Y creo que la decisión que tomó el Senado al respecto fue sensata al 
decir que el Juez estaba en condiciones de recibir el testimonio o la palabra del señor Senador sin la 
necesidad de levantarle los fueros. De esa manera fue como se procedió, por unanimidad, y creo que 
muy bien. 


En esas circunstancias se produjo otra situación: nosotros escuchamos la opinión del señor 
Senador Michelini, pero no convocamos al denunciante para que viniera a la Comisión, dado que nos 
bastaba con leer el expediente, las actuaciones judiciales y escuchar a la persona que era objeto del 
pedido de desafuero. Y con todo eso estábamos en condiciones para pronunciarnos. 


Creo que hicimos bien en no habilitar la comparecencia del denunciante, porque si en vez de 
darle al tema un tratamiento serio, responsable e institucional, tal como lo merece, cada vez que se 
presenta una denuncia penal contra un Legislador dejamos que venga el denunciante, esto se puede 
convertir en cualquier cosa. Este caso puede ser diferente porque se trata del Vicepresidente de la 
República. Pero me estoy adelantando a los tiempos que vamos a vivir: luego de escuchar al señor 
Senador, ¿qué vamos a hacer? Veremos qué pasos vamos a seguir, pero hagámoslo sobre la base de 
que nosotros queremos estudiar la entidad de la denuncia y escuchar a la persona -que en este caso 
es señalada por la Justicia- para luego, sobre esa base, emitir una decisión con fundamento 
constitucional y jurídico, tal como lo merece. Veremos qué resultará en función de esos antecedentes. 


En definitiva, a la luz de la experiencia que hemos acumulado solamente en el ejercicio de 
esta Legislatura, vemos que cada caso tiene su peculiaridad y características. Cada Juez es diferente 
en su forma de interpretar el instituto del desafuero y, en consecuencia, mayor es nuestra 
responsabilidad respecto al fundamento que debemos dar a cada uno de los pronunciamientos. 
Estudiemos este asunto con la seriedad y el fundamento que corresponde; por el bien del instituto 
Poder Legislativo, por el bien del instituto Poder Judicial y por el bien del instituto fueros -porque ahora 
empezaron a aparecer corrientes que hablan de la necesidad de eliminar el instituto de los fueros- ojalá 
no se salpique políticamente el tema y tengamos la capacidad de estar de acuerdo con los criterios 
jurídicos que tienen que iluminar una decisión de estas características. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde votar si se convoca al señor Senador Lara Gilene a comparecer 
ante esta Comisión en la próxima reunión. 


(Se vota:) 
-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Pasamos a considerar el tercer y último punto del orden del día, que refiere a la sustitución 
del artículo 193 del Código Aeronáutico, para modificar el monto máximo de las multas a aplicar, que 
actualmente asciende a $ 6:000.000, actualizados anualmente con la variación del monto, 
etcétera... 


(Dialogados) 


-Me estoy refiriendo al texto, cuyo artículo único expresa que la cuantía de la multa no podrá 
superar la suma de 5.000 Unidades Reajustables. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Esto ya se votó? 
SEÑOR PRESIDENTE.- No, señor Senador. Esto nunca se votó; ingresa por el Senado. 


SEÑOR MICHELINI.- Si no recuerdo mal, en la Rendición de Cuentas hubo un artículo sobre este 
tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el señor Senador Michelini tiene dudas, dejaremos que se revise por 
Secretaría. 


SEÑORA PERCOVICH.- Debo decir que realicé las consultas pertinentes con el señor Subsecretario 
de Defensa Nacional, quien me expresó que había que votar esta iniciativa -que es la que consta en el 
orden del día- porque hacía mucho tiempo que estaba a la espera de ser considerada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aquí dice que el monto que tiene nuestro país a este respecto es el más bajo 
de la región. Reitero que el distribuido que tengo en mi poder habla del Código Aeronáutico, Decreto- 
Ley N* 14.305, de 29 de noviembre de 1974, que no es el mismo que el que menciona la señora 
Senadora Percovich. 


(Dialogados) 


-Debido a que hay dudas respecto del texto que corresponde analizar, lo dejamos para la 
semana próxima. 


SEÑORA PERCOVICH.- Creo que se trata, simplemente, de una confusión en el reparto de 
documentos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estimo que la Secretaría deberá aclarar qué vino como proyecto de ley desde 
el Poder Ejecutivo, a fin de que lo podamos analizar. Si el otro tema ya fue tratado, también deberá 
informarnos cuándo fue tratado y qué fue lo que se resolvió; no hay otra alternativa. 


(Dialogados) 


-En este caso, estamos frente a una confusión porque, por un lado, hay un proyecto de ley - 
firmado por quien habla, cuando era Ministro- en el que se propone que se modifique el monto máximo 
de las sanciones pecuniarias, y por otro, la señora Senadora Percovich manifiesta que en la sesión 
anterior solicitó se incluyera en el orden del día de hoy la Carpeta N* 690/2006, en la cual se sustituyen 
los artículos 4”, 59,198 y 205 del Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo. 


SEÑORA PERCOVICH.- El proyecto de ley al que me refiero tiene que ver con la seguridad de las 
aeronaves. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, lo dejamos para la próxima sesión. 
No habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 26 minutos 
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